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1. INTRODUCCIÓN 

El presente análisis se suma a la iniciativa del Instituto Ecuato-
riano de Arbitraje, de rendir un homenaje al Dr. Carlos Larreátegui 
Menctieta, abogado y jurista que iluminó con sus reflexiones los pri-
meros momentos del arbitraje comercial en el año 1963, y lo ha se-
guido haciendo hasta nuestros días en calidad de árbitro del Centro 
de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito. 
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El Dr. Carlos Larreátegui, a esa fecha Director Ejecutivo de 
la Cámara de Comercio, impulsó la publicación de los Cuadernos 
de Divulgación Comercial y contribuyó a difundir la Ley de la 
materia, mediante un esclarecedor análisis sobre las ventajas del 
arbitraje frente a los procesos ventilados ante la justicia ordinaria. 
Con citas pertinentes de Bernardo Cremades y de Nills Mangard, 
destacó que al sistema arbitral se le atribuye: 1) celeridad, 2) 
menor costo en función del tiempo de tramitación, 3) ausencia o 
atenuación de formalismo, 4) mayor acierto en los fallos, 5) mayor 
flexibilidad en el procedimiento, 6) eliminación de conflictos ju-
risdiccionales, 7) reserva y, 8) estabilidad de las relaciones comer-
ciales. 

No obstante que a esta fecha, la promoción del arbitraje viene 
auspiciada por la expedición de la Ley de Arbitraje y Mediación 
de 1997, enriquecida por la Ley Modelo de la CNUDMIjUNCI-
TRAL, por el reconocimiento constitucional del sistema desde el 
año 1998 y el notable desempeño de varios Centros de Arbitraje 
que funcionan en el país, se ha vuelto indispensable reiterar en 
la invocación de tales ventajas que el Dr. Larreátegui Mendieta 
las señaló en los años 60, a partir de un examen sobre la caracte-
rística más singular que distingue al arbitraje frente a la adminis-
tración de justicia ordinaria: su alternabilidad y la consecuente 
restricción en la comunicación procesal entre árbitros y jueces, 
más aun cuando desafortunadas actuaciones de ciertos órganos 
jurisdiccionales a partir de agosto de 2011, pretenden desandar 
todo el camino que en esta materia ha recorrido el sistema arbitral 
del Ecuador, desde febrero de 2005. 

2. REPSOL-SOCIETYSEG CÍA. LTDA.: 
UN CASO PARADIGMÁTICO SOBRE 
LA ALTERNABILIDAD DEL ARBITRAJE 

Este análisis tiene origen en las reflexiones que por primera 
vez me correspondieron plantear dentro del caso arbitral REP-
SOL-SOCIETYSEG que se tramitó ante el Centro de Arbitraje y 
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Mediación de la Cámara de Comercio de Quito y a la decisión 
que, en calidad de árbitro único me correspondió adoptar con 
fecha 16 de febrero de 2005. 

En condición de árbitro único declaré tener competencia 
para conocer de ese litigio, sobre la base de un convenio que ha-
bían suscrito las mencionadas partes', en que habían acordado 
someter "cualquier" diferencia a la competencia "exclusiva" de 
un Tribunal de Arbitraje. 

Frente a la declaratoria de competencia hecha en la audiencia 
de sustanciación, la parte insatisfecha con tal declaratoria planteó 
una acción inhibitoria ante los Jueces de lo Civil de Pichincha, al 
amparo del Art. 848 y siguientes del Código de Procedimiento 
Civil. La parte argumentó incompetencia del árbitro para resol-
ver la controversia arbitral y fue acogida por el Juez Suplente en 
un primer momento, con desconocimiento del carácter alterna-
tivo del arbitraje. 

Radicada la causa por sorteo ante el Juez Décimo Primero 
de lo Civil éste acogió la demanda y remitió un oficio en que 
anunció su competencia y solicitó que me inhiba de conocer la 
causa arbitral. Después de la respuesta enviada al Juzgado en 
que en calidad de árbitro aclaré al Juez Civil que los conflictos 
de competencia regulados por el Código de Procedimiento Civil 
son aplicables entre órganos de la Función Judicial y que no se 
extienden a Tribunales de Arbitraje, que los casos en que se 
puede trabar una relación procesal entre jueces y árbitros son 
los expresamente establecidos en la Ley de Arbitraje y Media-
ción y que en virtud del principio kompetellz-kompetellz sola-
mente a los árbitros les corresponde pronunciarse sobre su 
propia competencia. 

l. El Art. 22 de la Ley de Arbitraje y Mediación establece el principio kompctell:·kompete,,: según el 
eual solamente a los arbitros corresponde declarar sobre su propia competencia, sin que ningún órgano 
jurisdiccional ni de otro nalurulcz.a pueda inteñerir en lal lledarutoria. En el señalallo caso,la declara· 
toria de competencia se la habia hecho mediante providencia de 19 de enero del 2005. fundamentado 
en un Contrato de Servicios Gencrulcs suscrito por las partes, cuya cmusula 19 scñalnba con cnr.íctcr 
"il7l!vocúhle" someter a In jurisdicción "e:rclmim" de un Tribunal de Arbitraje "cllalqllier dis¡J/lla . 
c(lI//rrJ\'ersfa () reclalllo quc deri\'c del colltrtllo () que tel/ga n:laciólI COII él", 
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Sobre la base de esta respuesta, el Juez Civil acertó en revocar 
el anuncio de competencia que había realizado previamente y 
mediante auto de 4 de marzo de 2005 declaró la nulidad de todo 
lo actuado, porque consideró que al haberse declarado previa-
mente la competencia por parte del árbitro, el juez no puede en-
trar a conocer de la demanda arbitral. 

La parte accionan te del juicio de competencia presentó un re-
curso de apelación el que fue conocido y resuelto por la Primera 
Sala de lo Civil de la Corte Superior de Justicia, integrada por los 
Ministros Jueces doctores Alberto Palacios Durango, Presidente 
de la Sala, Jorge Ortiz B. y Ramiro Suárez Almeida. La mencio-
nada Sala, en un memorable fallo de 27 de enero de 2006, negó la 
apelación que se había propuesto contra la decisión del Juez in-
ferior y con apropiados razonamientos sustentó su decisión en 
los principios que inspiran al arbitraje. 

El fallo de la Corte Provincial se revistió de argumentos de 
derecho irrefutables y apeló a varios principios que inspiran al 
arbitraje en el Ecuador. Razonó sobre las "diferencias profundas" 
entre la jurisdicción de los jueces ordinarios cuyas atribuciones 
nacen de la ley, y el arbitraje cuya fuente inmediata de atribucio-
nes es el acuerdo de las partes. En la opinión de los Ministros de 
la Sala, de ese hecho derivan varias consecuencias jurídicas, una 
de ellas la necesaria separabilidad de la cláusula de compromiso 
arbitral respecto del contrato en que está inserta; y el principio de 
competencia de la competencia, esto es, "la capacidad de los ár-
bitros para decidir acerca de su propia competencia, cuando esta 
es cuestionada"2. 

2, En el considerando TERCERO de b sentencia, la 5.110 de)O CiVil Y Mercantil. con reloción 01 principio 
"kompelenz-kompclcnz" motivó su nsi: "Este principio csta reccJllocido en on/clla-
miellto jllridico CI! el ,In 22 de la Le)' de Arhi/raje y Atediacián, que estipula qlle el Trih'lllal ell la 
Audiellcia de SlIstancitlción 'reso/l'cra sohn: ,111 propia campe/elida '.1' esta norma licite c.flfrr:lm 11:-
ladán c(m la 'cxcepciólI del cOfl\'ellio arhitral' prescrita ell el Art, 8 de la Ley de Arbitraje y Atedia-
cián ... Ellla especie se aprecia que la competencia Ita .ddo re,fUe/r" por el Árhilm IÍllico designadu. 
c¡./ien )'tISC dec1arci cDmpe/ellte el! la Audiellcia de SU.fltlllciacián Si/lll/le es/a pl/I.'da poslcri(Jnnl.·ntc 

disp/llada ". 
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La decisión de la Corte Superior de Pichincha en el caso REP-
SOL-SOCIETYSEG, aparentemente resolvió este debate y aclaró 
desde el año 2006 los fundamentos sobre los que se erige el sis-
tema arbitral. Sin embargo, cinco años después, la Primera Sala 
de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia de Pi-
chincha, mediante un desafortunado fallo de 31 de agosto de 2011 
expedido dentro del juicio de competencia seguido por la com-
pañía HAMPTON COURT RESOURCES en contra de un Tribu-
nal de Arbitraje, se apartó de la doctrina sentada por esa Corte 
desde el año 2006 y aceptó el anuncio de competencia del Juez 
Civil a un Tribunal de Arbitraje. 

Al menos dos preguntas podrían formularse a partir de estos 
eventos procesales con decisiones contradictorias: la primera ¿Por 
qué es jurídicamente inadmisible que un juez ordinario anuncie 
su competencia a un Tribunal de Arbitraje después de que éste ha 
declarado tenerla para conocer y resolver un determinado caso?, 
¿Está autorizado un Tribunal de Arbitraje que ha declarado su 
competencia para resolver una controversia, suspender su trami-
tación para remitir el proceso a un órgano de la Función Judicial? 

Para responder esas preguntas es necesario definir previa-
mente la altemabilidad del arbitraje a partir del derecho compa-
rado, de las normas del sistema legal vigente en Ecuador y, 
posteriormente, explicar las consecuencias jurídicas que derivan 
de ésta. 

3. ALTERNABILIDAD DEL ARBITRAJE y 
DERECHO COMPARADO 

Este acápite pretende describir brevemente cómo las legisla-
ciones de España, Perú y Colombia, -que al igual que la ecuato-
riana se inspiran en la Ley Modelo de la CNUDMI/UNCITRAL-, 
regulan la relación de los árbitros con los órganos jurisdiccionales 
y, establecer si existe o no prohibición a que se produzcan inter-
ferencias judiciales en el trámite de los juicios arbitrales. 
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Según se analizará a continuación, el impedimento a la in-
terferencia de los jueces sobre el arbitraje, constituye uno de los 
instrumentos procesales más idóneos para precautelar la alter-
nabilidad del método compositivo frente al juez ordinario cuyo 
reconocimiento ha sido ampliamente regulado en todos los or-
denamientos legales. La sentencia del caso REPSOL-SOCIETY-
SEG confirmó esta posición. 

Para una cabal comprensión de las leyes de España, Perú y 
Colombia, consideré pertinente introducir una referencia sumaria 
de la Ley Modelo de la CNUDMI/UNCITRAL, por ser la inspi-
radora de esas legislaciones y por el notable influjo que tuvo sobre 
el texto de la ley vigente en Ecuador. 

3.1 La Ley Modelo CNUDMIIUNCITRAL 

La Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial de la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, 
aprobada el 21 de junio de 1985, plasmó un consenso universal 
sobre los diversos principios que inspiran la práctica del arbitraje 
en el mundo. De este modo se constituyó en el resultado de un 
paulatino proceso de armonización de las leyes nacionales en esta 
materia, aún en países con distinta tradición jurídica. 

La Ley de Arbitraje y Mediación que se expidió en Ecuador 
en 1997 basa la regulación de sus institutos en la mencionada Ley 
Modelo. Por ello, el análisis de cómo el derecho comparado trata 
la alternabilidad del método arbitral impone como primera refe-
rencia la Ley Modelo de la CNUDMl/UNCITRAL que presenta 
reglas categóricas sobre esta materia, de cuyo contenido se des-
prende que el arbitraje es método alterno y distinto de los proce-
sos que trami tan los órganos jurisdiccionales ordinarios. 

El Art. 5 introduce sobre este punto, una disposición de ta-
jante contenido al prever que "eH los asuntos que se rijan por la pre-
sente Ley, no intel7JendrlÍ ninglÍn tribunal salvo en los casos en que esta 
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Ley así lo disponga"3. La norma del Art. 8 va más allá al prever el 
extremo de que cualquier órgano de la justicia ordinaria se abs-
tendrá de tramitar una controversia si esta hubiere quedado so-
metida a un acuerdo de arbitraje, "a menos que se compruebe que 
dicho acuerdo es nulo, ineficaz o de ejecución imposible"4, en cuyo caso 
y aún cuando esta cuestión se hallare pendiente ante los jueces, 
nada impedirá que las actuaciones arbitrales inicien o continúen 
hasta la expedición de un laudo. 

Estas normas marcaron una pauta legislativa en un sinnú-
mero de países, entre ellos el Ecuador. Fijaron una tendencia muy 
firme para limitar la intervención judicial en el arbitraje y esta-
bleció la tesis de que la comunicación procesal entre un órgano 
jurisdiccional y un Tribunal de Arbitraje solamente puede ocurrir 
en los casos en que la ley así 10 disponga. 

3.2 La Ley de Arbitraje Española 

La Ley de Arbitraje que rige en Españas prohíbe la interven-
ción de tribunales y órganos jurisdiccionales en el trámite de un 
juicio arbitral, con excepción de los casos específicamente previs-
tos en la ley. Esta disposición que trae la ley española de 2003 ex-
presa el carácter alternativo del arbitraje. 

De la mano con 10 establecido en la Ley Modelo de la 
CNUDMI, el Art. 8 de la Ley española establece una enumeración 

3. Art. 5 de In Ley Modelo de la CNUDMI/UNC/TRAL sobre Arbitraje Comerdullntemacional (Docu· 
mentas de las Nocioncs Unidas N40/17. nnexo l. y A/611J7, anexo 1), aprobada cl21 de junio de 1985 
y cnmendllda cl7 julio dc 2006 por In Comisión de las Naciones Unidas el Derecho Men:antilln-
temacional. 

4. El tcxto íntegro del Art. H de la Ley Modclo de la CNUDMIIUNCITRAL tiene el tenor siguiente: "Ar-
tíClllo 8. ACllenlo c/c arbitraje y c/emam/lI el/ Cllal//(} allom/o allte IlIIlrilJIIllal/) El lribU'lal al qt/e se 
.fUmela un litigio sobre 1m a.fWJlo qlle c." ohjeto c/c .111 "Cl/croo de drbilrajc n!1II;lini a las parle.f tll ar-
bitraje .d la .mlicita {'I/a/qt/iera c/c elfas. a más laroar. cn el momeu/o de prese"tar el primer e.f( rjw 
sohre e/fime/o delliligif}, a menos quc .fe compnlche qlle dicho ar.:w!lTlo es I/lIlo, ini!Jica: () de tiec,,' iólI 
imposihle. 1) Si se hu ell/ableldo la elcdim a qlle se n,fiere el párrafil 1) del preSetllC articulo, sc padrti. 
lIooh.flame, inidar o pnuegllir la ... actlladollC!f arbitroles J' dictur IItI Imulo mümlrus lu elle.fljó" ,'sIc 
pendjetJIC titile I!Itrib",wl ". 

5. ley 60/2003 de 23l1e diciembre de Arbitraje, cuyo Art. 7 señala lo siguienle: "lllteM'ellció"jrtl/idul. 
El/los tUlllllos qlle se rijall por e.flel ley"o illten'elle/rá lIil/glilllribmwl, salm CII IO.f CeI.ws cm qm: 6 ·tel 
así lo di.f/umga ", 
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taxativa de siete circunstancias procedimentales en que los órga-
nos de administración de justicia pueden intervenir o están lla-
mados a prestar apoyo en el trámite de un arbitraje: la remoción 
judicial de un árbitro; la asistencia para la práctica de pruebas, la 
adopción judicial de medidas cautelares, la ejecución forzosa de 
laudos o resoluciones arbitrales, la anulación de laudos y el reco-
nocimiento de laudos extranjeros. 

3.3 La nueva Ley Peruana de Arbitraje 

Tanto la Ley No. 26572 de Arbitraje que se expidió en 1996 
corno la nueva ley expedida en el 20086 abrazan los principios que 
en esta materia consagra la Ley Modelo CNUDMI/UNCITRAL. Al 
igual que la ley anterior, la ley vigente reconoce la altemabilidad 
del arbitraje y prolube a las autoridades jurisdiccionales intervenir 
en los procesos arbitrales, con excepción de los casos en que la 
norma de derecho así lo hubiere previsto. Ratifica la independen-
cia de los árbitros con señalamiento de que estos no están someti-
dos a "orden, disposición o autoridad que menoscabe sus 
atribuciones" . 

El numeral 4 del Artículo 3 de la Ley manda que con excep-
ción del recurso de anulación de un laudo, ninguna actuación ni 
mandato puede afectar, suspender o menoscabar las decisiones 
de un tribunal arbitral y que cualquier intervención judicial está 
sujeta a responsabilidad7• En otras palabras, el ordenamiento legal 

6 Ley de Arbitraje conlenida en el Decreto Legislativo No. 107 1, publicada el 28 de junio de 2008. vi-
gente en la República del refÚ a partir del I de septiembre de ese año. Derogo ID DJ1tcrior ley Generol 
de Arbitraje No. 26572 de 1996 pero la altcrnabllidad del medio arbitral venía reconocida a troves de 
varias nonnas que prccautelaban la independenCia de los arbitras y limitaba drnsticamente a la inter-
vención del poder judicial a casos espccíficos previstos en la Ley como son la designación de arbitras 
por parte de los jueces. en los casos en que hubiere acuerdo de las partes (Arts. 22 y 23); 
dicial para la practica de pruebas (Art. 116)e impugnación de Inudos (An. 123). 
Aunque la nueva ley de Arbitraje cOnlenga disposiciones mejor fonnuladas al res pecIo. no se puede 
desconocer el hecho de que la ley derogada ya reconoció la plena altemabilidad del arbitroje en el 
Perú y que ese carncter vino auspiciado por el meritorio papel que desempeñó la jurisprudenctn del 
Tribunal Constitucional. que rcsolvio en vanos casos la plena competencia de los arbitras paro conocer 
y teSolver las controversias sometidas al fuero arbltrol y n..'Chazo a la intL'tfercncia de autoridades ju-
diciales o administrotiva!i en e1tr.imlh': de los juicios arbitroles. 

1. El texto del Artículo 3" de la Ley de Arbitraje vigcnle en Perú señala lo siguienle "Prim.ipio.t l ' 

ellOS de !t, ¡u"ciólI arhilml l. En los a.tulUos 'lile sc rifa" por cste Det.:n:lo Lcgislati\'O 110 /IIten'el/elrá 
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peruano ha establecido a favor de la altemabilidad del arbitraje 
una restricción a la intervención del poder judicial, limitándola 
al recurso de anulación de laudo y siempre ex post de las actua-
ciones arbitrales. 

3.4 La Ley de Arbitraje de Colombia" 

A diferencia de las leyes de arbitraje del Perú y España, la ley 
colombiana si califica al arbitraje como un mecanismo" alterna-
tivo" de solución de conflictos, pero al igual que todas las que 
armonizan su contenido con la Ley Modelo de la CNUDMlfUN-
CITRAL, establece parámetros estrictos de comunicación entre 
árbitros y jueces, siempre supeditados a una expresa previsión 
en la Ley de Arbitraje. 

El Art. 29 que trata sobre procesos sometidos a la justicia or-
dinaria, establece que el tribunal de arbitraje es competente para 
resolver sobre su propia competencia y que las decisiones que los 
árbitros adoptaren sobre esta materia, prevalecerán sobre cual-
quier otra expedida por juez ordinario o contencioso administra-
tivo·. 

la autoridad judicial, salm en los ca.ms en que esta norma así lo disponga. 2. Ellribulfal arhUral 
tiene plello illdeJWndcncia), 110 está .mmel¡do a on/en. dis¡x,sició/l o autoridad quc mc"oscahe sus 
alrihuciotlc.s. 3. El trib,mal arbilraltietle pleItas atribucim,cs para i"iciar y COtltillllar COII el trámile 
de las octtlaciollc.'i arbitro/c..\', decidir acerca de su propia compctcncia )' dictar el/olido. 4 Ninguna 
actuación ni mal/dato filera de las actuaciones arhitrales podro dejar .tÚ, efecto Idf decisiones dellri· 
hunalarhitrol. a excepción del comml judidal poslerior medianle el recurso de o""lació,, del laudo 
cOlllemplado en este Decreto Legislativo. Cualqllier illten'ellciólI judicial dist"'tta, dirigida a ejercer 
un colllrol de las funciollcs de los árhilros o o inter/erir en Ia.t aClllaciOIlCS arbitrales mJles del laudo, 
está .mjela a rcspollsabilidaó'. 

8. Ley 1563 publicada en el Diario Oficial de 12 de Julio de 2012 que contiene el Estatuto de Arbitraje 
Nacional e Internacional. 

9. El An. 29 de 111 Ley de Arbitraje vigente en la República de Colombia tiene el siguiente texto: "Arliclllo 
29. Procesos sometidos a lajusticia on/inariu o contc!IIc:ioso administra';l'a. El trib,mal de arbitraje 
es competenle para resolver sobre su propia competellcia y Sil decisió" prol'alece sobre cualquier otra 
1)f'O/erida en :rentido conlrario Imr ,'" jllC= an/ilrario o conle"cioso admi"istratÍl·o. Lo a"terior. si" 
perjuicio de lo p''e,'isto CII el recurso de allulaciáll. Si del asunto ohjeto de arbitraje estul'iere COlIO-
ciendo la justicia oroillarla o la cOlllencioso administratira, J' no se ""hiere pm/crido scmcncia de 
IÍnica ,j primera úrs'onciu o terminudo por dcsLfti".ietllo, ,ran:roed,;" o conciliación, e/trib"nal arhi· 
tral solicitara al respeclim despoeho judicial la remisicill del expediente y éste dehera proceder ell 
COll.feCllellcia. Si dicllO arbitraje 110 com.o/llyen! COII laudo. el proceso judicial COlltinuará (mte el jue: 
qlle lo \'enia cOlwciendo. para lo '1Jetl el prc.fidentc del trib¡ltIal Ile\'Oh-crü el c.tpcdiclllt!. Ln.t pnlCba.f 
practicadas)' las uClllacitmes sllrtidas ell ellramile arhitral cansen'ará, •. nI mUde: ". 
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Otras normas de la ley fijan las circunstancias en que los ár-
bitros pueden tratar con órganos jurisdiccionales: por ejemplo, el 
Art. 15 que se refiere a las objeciones a la imparcialidad de un ár-
bitro único o de la mayoría de árbitros en un tribunal arbitral co-
legiado. En este supuesto, corresponderá al juez civil atender el 
incidente; el Art. 32 relativo a las medidas cautelares, autoriza a 
los árbitros a comisionar a los jueces civiles o a los jueces admi-
nistrativos la práctica de tales cautelas; el Art. 42 que trata sobre 
el trámite del recurso de anulación que se planteare contra laudos 
arbitrales. Esta norma confirma la restricción impuesta a los ór-
ganos jurisdiccionales para interferir en un arbitraje, puesto que 
prohíbe a los jueces tramitar el recurso de anulación cuando fue-
ren extemporáneos o cuando no se hubiere fundamentado en las 
causales taxativamente previstas en la ley. 

A diferencia de la Ley española que contiene una norma que 
enumera los casos en que es posible la comunicación formal entre 
árbitros y jueces, la ley colombiana prevé esta situación en varias 
disposiciones, pero con un sentido restrictivo: la relación procesal 
de árbitros y jueces solamente puede verificarse en los casos pre-
vistos en la ley. 

Como analizaré a continuación, el sistema arbitral que insti-
tuye la Ley de Arbitraje y Mediación vigente en Ecuador, no se 
aparta de estas previsiones que trae el derecho comparado. 

4. LA ALTERNABILIDAD DEL ARBITRAJE EN LA LEGISLA-
CiÓN ECUATORIANA 

Al igual que la Constitución anterior, la que actualmente rige 
en Ecuador reconoce al arbitraje como un método de solución de 
conflictos "alternativo" (Art. 190). Esta calificación ya venía esta-
blecida en la Ley de Arbitraje y Mediación de 1997. En ella se de-
finió al sistema arbitral como "un meca/lislno alternativo de solución 
de conflictos al cual las partes pueden someter de mutilo acuerdo, las 
controversias susceptibles de transacción ... " (Art. 1). 
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Del sentido de estas normas queda claro que el carácter "al-
ternativo" se predica del arbitraje como tal, esto es, del sistema 
arbitral en su conjunto, sin excluir a ninguno de los elementos 
que lo conforman: los árbitros, el procedimiento y el laudo que 
pone fin a la controversia, son los elementos sistémicos que inte-
gran el arbitraje y vienen investidos todos ellos de alternabilidad 
respecto de los jueces, cortes y tribunales, del procedimiento civil 
y del régimen de impugnación de los decretos, autos y sentencias 
que expiden los jueces. 

La jurisdicción convencional que corresponde a los tribuna-
les de arbitraje nace del acuerdo de voluntades denominado "con-
venio arbitral", definido en el Art. 5 de la Ley de Arbitraje y 
Mediación. Este carácter alternativo determina que, una vez que 
las partes hubieren convenido en un documento someter sus di-
ferencias susceptibles de transacción a la decisión de un árbitro, 
la jurisdicción convencional, distinta de la jurisdicción legal, de-
berá sustituir a esta última. 

A partir de esta precisión se concluye que la alternabilidad 
del arbitraje le convierte en un sistema distinto del que corres-
ponde a los procesos judiciales. Las normas que regulan al arbi-
traje son especiales y diversas, se rigen por un principio de 
especialidad, y por institutos y métodos de interpretación que le 
son propios como el de competencia de la competencia, separa-
bilidad de la cláusula de compromiso arbitral, pro arbitraje etc., 
ya instituidos en la Ley Modelo CNUDMljUNCITRAL y en 
todas las legislaciones que se han inspirado en ella. 

De la "alternabilidad" establecida en la Constitución de la 
República, derivan al menos tres consecuencias jurídicas: (i) los 
árbitros no son órganos de administración de justicia; (ii) las re-
gias del procedimiento arbitral son distintas de las del procedi-
miento judicial; y, (iii) Ningún órgano judicial ni de control de 
constitucionalidad puede pronunciarse sobre el fondo de una 
controversia decidida por árbitros. 
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4.1 Los árbitros no son órganos de la Función Judicial del 
Estado 

Esta es la primera consecuencia de la altemabilidad del sis-
tema. Los árbitros que resuelven controversias, bien fuere en de-
recho o bien fuere en equidad, no son órganos de la Función 
Judicial ni ejercen potestad pública jurisdiccional. Su atribución 
para juzgar y resolver una controversia comporta una jurisdicción 
de naturaleza convencional, esto es, que no obstante contar con 
reconocimiento legal, sus atribuciones nacen de la voluntad de 
las partes expresadas en un convenio arbitral. y el ámbito de esa 
facultad para componer y decidir la controversia viene limitada 
por la voluntad de las partes. 

En el auto que la Primera Sala de lo Civil de la Corte Superior 
de Justicia expedido el 27 de enero de 2006, dentro del juicio de 
competencia REPSOL-SOCIETYSEG, los Ministros de esa Sala 
analizaron este tema y señalaron que, aunque la atribución de los 
árbitros tenga un antecedente mediato en la ley que delega la fun-
ción de juzgar, el fundamento inmediato de su actuación es el 
acuerdo celebrado entre las partes. 

Cuando el Código Orgánico de la Función Judicial señala que 
los árbitros ejercerán funciones jurisdiccionales" de conformidad 
con la Constitución y la ley" (Art. 7, inc. 4), no ha convertido por 
ello a los árbitros en jueces, ni a los laudos arbitrales en sentencias. 
El sentido de esa norma no es otro que reafirmar la facultad que 
corresponde a todo árbitro para juzgar controversias y que ésta 
encuentra cobertura legal en las previsiones de la Constitución y 
de la ley que reconocen el arbitraje. Tal disposición no desconoce 
que el ejercicio válido de la función de árbitro sea indispensable 
la existencia de un convenio arbitral, esto es, la voluntad coinci-
dente de las partes para renunciar a la jurisdicción ordinaria y so-
meter sus diferencias a la decisión de los árbitros. 

Las reglas del procedimiento arbitral son distintas de las del 
procedimiento judicial. 
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Una segunda consecuencia de la altemabilidad del arbitraje 
y que mayor resistencia encuentra entre jueces y árbitros, es que 
el régimen procesal arbitral se sujeta a normas adjetivas específi-
cas que son propias del arbitraje, diferentes de las aplicables a los 
juicios ordinarios. 

Consecuencia de este carácter del arbitraje es el derecho de 
las partes para modificar las reglas de procedimiento, según su 
mejor conveniencia lO• Esto significa que en el convenio arbitral 
los contratantes podrán acordar libremente las normas de sustan-
ciación del juicio arbitral, sin más limitación que una observancia 
estricta del principio de igualdad procesal, contradicción, derecho 
de defensa y garantías del debido procesoll . 

El Art. 38 de la Ley de Arbitraje y Mediación ratifica esta con-
clusión con una previsión reiterativa de este trascendental punto 
de derecho: el arbitraje se sujetará a la Ley de la materia, a las nor-
mas de los centros de arbitraje, "al determinado en el convenio arbi-
tral o al que las partes escojan"12. 

Si el Art. 37 de la Ley de Arbitraje y Mediación señala que las 
reglas del procedimiento civil son aplicables supletoriamente a 
los arbitrajes en derecho, no hace sino confirmar la especialidad 
y altemabilidad del arbitraje, porque tal aplicación es solamente 
"supletoria" y para los casos de silencio de la ley o silencio de la 
voluntad de las partes. De esta norma se infiere que el acuerdo 

10. Sc.-gün elan:iHsis que consta a tontinuación, el An. 3K de la Ley de Arbitraje y Mediación preve que 
13s parles pueden estoger las reglas de procedimiento del 3rbitraje. Esta disposición de la ley eeuato· 
ri:ma tiene como antetedcntc el ArI, 19 de la Ley Modelo de la CNUDMI/UNCITRAL que Ime el si· 
guiente texto: "Artículo 19. De/crminaci(m del pmcedimil:mo Cnn ""Yec¡(m a la ... di.tposicir)l/es de ItI 
Im:.W!lIIe h'y. las partes tetlflrá" libertad para COIII'e1l;r el pl'Occdimictllo ti tJlle se hay" de ujl/st"r el 
lrihm",¡ arbitral cn .flU actllacirmcs ... " 

11. El control de que las nonnas de procedimiento estipuladas en el convenio se ajuslen a estos principios 
eorrcsponderil exdusivamenle al tribunal de arbitraje que declare tener competencia para dirimir un 
conOitto al amparo de esas normas. 

12. El ArI. 3K de la ley de Arbitrnje y Mediación trata sobre el procedimiento con el siguiente texto: "Art. 
J8.· El arhllnye se slyetal'{j " 1m I/ormas de I'Tm'edilll;cllto .te/ialatlas en esta Ley. al pmcetlimielllo 
eSlahleci,/o ell ce,,'m!i tic ("hitraje. al Ile/en"i"aJo en el cmn'c"ü, urhirml o al tJue la.f partC,f ( ..... 
c'Ya" • .ti" perjllh'if) de II/s Iwrma,t !illpletorias qlll: sea" aplicahles ". Es de subrayar que la nonna no 
ha impuesto limitncione5 al derecho de los contratantes de fijar las reglas de procedimienlo que a bien 
tuvieren. d ... 'Sde luego, sin que esas normas puedan negare! principío de contradicción, la IUtclnjudicial 
efectiva. el derecho de defensa y las demas garantías del debido proceso. 
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expresado en el convenio arbitral o en otro momento procesal 
tiene prevalencia sobre las normas del Código de Procedimiento 
Civil, con lo cual se está frente a la más clara consecuencia jurídica 
del carácter alternativo del sistema. 

La "alternabilidad" consagrada constitucionalmente está de-
sarrollada en la Ley de Arbitraje y Mediación cuando establece 
que contra un laudo arbitral no es admisible ningún recurso que 
no sea el horizontal de aclaración o de ampliación, y la única ac-
ción establecida para impugnar la decisión de los árbitros sea la 
de nulidad del laudo (Art. 31). De ahí que la aceptación a trámite 
de recursos de apelación contra sentencias de los Presidentes de 
las Cortes Provinciales de Justicia que ya han resuelto sobre la nu-
lidad de un laudo arbitral, o de recursos de casación respecto de 
tales sentencias, comporte una grosera e inaceptable manipulación 
del sistema arbitral, una negación antijurídica de su carácter alter-
nativo, en otras palabras, una violación del artículo 191 de la Cons-
titución y del artículo 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

Del carácter alternativo del arbitraje se desprende que los lau-
dos que dictan los árbitros no sean sentencias de un juez ordinario 
sino solamente para los efectos de su ejecución, tal como prevé el 
Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación. Esta norma manda 
que las partes de un proceso arbitral cumplan lo decidido por los 
árbitros y que tal decisión pueda ser impuesta por las vías de 
apremio establecidas por la legislación procesal. Por ello, resulta 
contrario al carácter alternativo del sistema asimilar las vías de 
impugnación y de recursos procesales previstos en la justicia or-
dinaria como si un laudo arbitral fuere una sentencia del juez 
civil. 

Ningún órgano judicial ni de control de constitucionalidad 
puede pronunciarse sobre el fondo de una controversia decidida 
por árbitros. 

El carácter alternativo del sistema arbitral y el que las vías de 
impugnación de los laudos sean específicas y distintas de los pre-
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vistos para sentencias, autos y decretos de los jueces, trae esta otra 
consecuencia, quizás la más importante para la efectividad del 
método compositivo al que denominamos arbitraje: que las deci-
siones adoptadas por un Tribunal de Arbitraje para poner fin a 
una determinada controversia, no pueden ser revisadas por el 
fondo, por ningún otro órgano. 

En otras palabras, mediante la acción de nulidad de un laudo 
arbitral que prevé el Art. 31 de la Ley de la materia, los Presiden-
tes de las Cortes Provinciales de Justicia deberían limitar su pro-
nunciamiento a establecer, sobre el mérito del expediente, si han 
ocurrido o no las causales previstas en esa norma y, consecuen-
temente, si el laudo pronunciado está o no viciado de nulidad. 
En este último caso, el Presidente de la Corte Provincial que en-
contrare mérito para anular un laudo, remitirá el expediente al 
Centro de Arbitraje de origen o al Tribunal Arbitral indepen-
diente para que corrija el señalado vicio. Lo que la altemabiJidad 
del sistema y la letra del Art. 31 de la Ley de Arbitraje impiden a 
los Presidentes de las Cortes Provinciales es resolver sobre el ob-
jeto de la litis arbitral que ya fue materia de pronunciamiento de 
los árbitros. 

Por otro lado, las providencias interlocutorias, declaratorias 
de competencia o incompetencia de un Tribunal Arbitral o laudos 
no son susceptibles de impugnación a través de las garantías ju-
risdiccionales que han previsto los Arts. 87, 88, 93 Y 94 para la 
Constitución de la República, para la protección de derechos 
constitucionales. Es decir que la altemabilidad del arbitraje pre-
vista constitucionalmente, determina que tampoco proceda la ac-
ción extraordinaria de protección ni medidas cautelares contra 
laudos, ni contra las decisiones adoptadas por un tribunal de ar-
bitraje sobre su competencia, ni sobre las órdenes procesales para 
sustanciar el proceso arbitral, dado que esas decisiones adoptadas 
en un juicio arbitral no pueden ser revisadas por ningún órgano 
jurisdiccional ni de control de constitucionalidad que para estas 
materias, no existe. 
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No solamente el carácter alternativo del sistema arbitral lleva 
a esa conclusiónlJ• 

La historia de la aprobación del Art. 191 de la Constitución 
que consta en las Actas 78 -páginas 4 a 11- y 82 -página 25- de la 
Asamblea de Montecristi, deja en evidencia que el legislador 
constituyente discutió la inclusión del control de constitucionali-
dad respecto de las decisiones adoptadas en métodos alternativos 
de solución de conflictos y que finalmente, en el segundo debate, 
eliminó lo que habría sido una inaceptable contradicción: por un 
lado el Art. 191 habría establecido la alternabilidad del arbitraje 
y por otro habría previsto la impugnabilidad de las decisiones de 
los árbitros como si se tratase de sentencias o de autos firmes que 
expiden los jueces ordinarios. 

Para evitar la contradicción, la Asamblea de Montecristi que 
aprobó el Art. 191, eliminó todo control de constitucionalidad en 
estas materias, de manera que para resolver un litigio sobre ma-
teria transigible, cualquier referencia o aplicación de normas 
constitucionales quedará sujeto exclusivamente a la facultad in-
terpretativa y resolutiva de los árbitros y aún en el evento de 
error, esa decisión no podrá ser modificada ni revocada por la 
Corte Constitucional, dado que no existe jurídicamente ningún 
recurso ni acción contra las decisiones de los árbitros, que no sea 
la acción de nulidad del laudo. 

13. En la Revista No. 3 del Instituto Ecuatoriano de Arbitraje se publicó el Dniculo titulado "La Cmu/i/l/-
cioll ,le 2(H)lJ l' el Arhitraje .n'glÍlllu /, .... CCllator;wlfI tic l/OS 'lile! .flIf8L·'J l/ue 
tleI W.rto cmulil/lcimwl. de Sil L'l/Ilú'()cada lIplicaciti,J ", En ese documento dcstaqul! cUDtro argumentos 
de derecho que llevaban u la conclusión de que sobre un IDudo o respecto de cualquier decisión que 
DOOpt:m los ilrbitros no procede una acción de protección. En síntesis. I..'Sfos al'Gumcnlos 
son los siguientes: a) ine,ltistencia de norma que hubiere eontemplDdo que sobre laudos Drbitrnles exisln 
control de constitucionDlidad; b) lo historiD de la aprobacIón del Art. 191 de la Constitución en que se 
advierte que la AsnmblcD Consciluycnlc eliminó dclle,ltlo de ese articulo la frase relativa al control de 
constitucionalidad de las resoluciones adoptadas en mclados alternativos de solución de con nietos; e) 
In :llternabilidad del arbitrnjc que impide aplicar sobre laudos el mismo regimen de impugnación que 
se ha previsto pam scnlencias; d) el objeto IilJgioso en un Juicio arbitral se reliere <l derechos Imnsigiblcs 
y no a la declarJción de derechos constitucionales. 
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5. ANTlJURIDICIDAD DE LOS 11 ANUNCIOS DE COMPETEN-
CIA" DE UN JUEZ ORDINARIO A UN TRIBUNAL DE AR-
BITRAJE 

Si partimos de las premisas expuestas en este análisis, de que 
por definición de la Constitución (Art. 191) y de la ley (Art. 1) el 
arbitraje es un sistema alternativo al de la Función Judicial, de 
que el procedimiento arbitral es específico y distinto del proceso 
judicial, de que los árbitros -aunque tengan atribuciones jurisdic-
cionales- no son órganos de la Función Judicial y de que ningún 
juez, tribunal, Sala o Corte de Justicia ni de control de constitu-
cionalidad puede pronunciarse sobre el fondo de una controver-
sia decidida por árbitros, podríamos plantear la siguiente 
interrogante: ¿La comunicación procesal que entre jueces y árbi-
tros está limitada a los casos previstos en la Ley de Arbitraje y 
Mediación, autoriza a los jueces a promover conflictos de com-
petencia en contra de tribunales de arbitraje? 

Esta pregunta quedó planteada y respondida en la comuni-
cación que el árbitro único del juicio arbitral No. 052-04 planteado 
por la compañía SOCIETYSEG en contra de REPSOL, remitió al 
Juez Décimo Primero de lo Civil de Pichincha en febrero de 2005, 
que ha sido analizado anteriormente, cuya respuesta tuvo este 
sentido: la comunicación procesal entre órganos judiciales y tri-
bunales arbitrales es limitada; está circunscrita a las previsiones 
establecidas en la norma de derecho, de ahí que cualquier anun-
cio de competencia del Juez Civil, de Trabajo, de Inquilinato, de 
contravenciones, de una Sala de la Corte Provincial o Nacional 
dirigido a un Tribunal de Arbitraje o a un Centro de Arbitraje, ca-
recería de fundamento y resultaría manifiestamente antijurídico. 

El procedimiento relativo al juicio especial de competencia 
que regula el Código de Procedimiento Civil (Arts. 848 a 855) está 
establecido para dirimir conflictos de competencia entre órganos 
de la Función Judicial, y de ninguna manera puede extenderse a 
los tribunales de arbitraje puesto que no forman parte de esa Fun-
ción del Estado. 
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La aplicación del principio de "competencia de la competen-
cia" establecido en el Art. 22 de la Ley de Arbitraje y Mediación, 
sustenta esta conclusión. Según la acepción "positiva" de ese 
principio, solamente a los árbitros corresponde la facultad de de-
clarar sobre su propia competencia, en la Audiencia de Sustan-
ciación; y en su acepción "negativa" se prohíbe o excluye a 
cualquier órgano de justicia interferir en esa declaratoria. Así es 
como la doctrina define al señalado principio que está consagrado 
en el Art. 22 de la ley ecuatoriana. 

El principio de competencia de la competencia del Art. 22 es 
no solamente el reflejo de la influencia de la Ley Modelo de la 
CNUDMI/UNCITRAL. Se enmarca en una tendencia universal 
del derecho comparado y es la expresión de la alternabilidad del 
arbitraje que trae el Art. 191 de la Constitución. 

La resolución que finalmente adoptó la Corte Superior de 
Justicia de Pichincha en el Juicio Especial de Competencia plan-
teado ante el Juez Décimo Primero (caso REPSOL-SOCIETYSEG) 
dejó sentada esta conclusión, con un análisis pertinente respecto 
a la alternabilidad del arbitraje. Dicho fallo enfatizó sobre la "au-
tonomía" del sistema arbitral frente a la jurisdicción legal de los 
jueces. A partir de este fallo quedó definido que los órganos ju-
diciales no pueden dirigir anuncios de competencia a los árbitros 
y ratificó lo actuado por el árbitro que desatendió el anuncio de 
competencia del Juez Décimo Primero de lo Civil Suplente de Pi-
chincha. 

Es de destacar que el auto que la Corte Superior expidió en 
el caso REPSOL-SOCIETYSEG no se trataba de un pronuncia-
miento aislado. Se enmarcaba en una lmea de precedentes que de 
manera consistente precautelaban los principios que sostienen el 
arbitraje, y que han acertado en definir el principio kOl1lpetellz-
kompetellz, con razonamientos que dejaban entrever el cabal co-
nocimiento que los jueces habían alcanzado respecto de las 
instituciones que proclama la Ley de Arbitraje de Ecuador. 
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Frente a este pronunciamiento de la Corte Provincial de Jus-
ticia es necesario subrayar los casos en los cuales los órganos de 
la Función Judicial del Estado podrían tener comunicación con 
tribunales de arbitraje, análisis que estaba inserto en la respuesta 
que en condición de árbitro único me correspondió remitir al co-
mentado "anuncio de competencia" que recibí del Juez Décimo 
Primero (Suplente). 

5.1 Casos en que un Juez puede entablar una relación pro-
cesal con un Tribunal de Arbitraje 

Si atendemos la Ley de Arbitraje y Mediación, que es especial 
y por mandato de la Constitución de la República (Art. 191) rige 
en esta materia, podemos establecer que en el sistema arbitral 
ecuatoriano existen cuatro casos en los que un árbitro puede man-
tener relación procesal con órganos de administración de justicia, 
y viceversa. 

El primero es el del Art. 8: cuando se presenta una demanda 
ante cualquier órgano de la Función Judicial y el demandado 
plantea excepción de incompetencia por la existencia de convenio 
arbitral. 

En el evento de haber sido propuesta esta excepción, el juez 
deberá sustanciarla y resolverla, corriendo traslado a la otra parte 
y exigiendo a los litigantes la prueba de sus afirmaciones dentro 
de los tres días subsiguientes a la fecha en que se haya notificado 
el traslado. Aceptada la excepción deberá ordenarse el archivo de 
la causa, en caso contrario, ejecutoriado el auto dictado por el 
juez, se sustanciará el proceso según las reglas generales. 

Por tanto, el sistema arbitral ecuatoriano no ha previsto el 
procedimiento de un anuncio de competencia entre árbitros y jue-
ces, y ha ordenado en el Art. 8 de su ley especial, que el juez civil 
que conoce de una excepción de incompetencia, o bien archiva el 
proceso civil o bien continúa en el conocimiento del caso, sus tan-
ciándolo según las reglas generales. El árbitro no puede anunciar 
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su competencia al juez civil. Si la demanda arbi tral se dirigiera 
contra una persona que no fue parte del convenio, el afectado 
podrá plantear el argumento de incompetencia como "excepción" 
dentro del juicio arbitral, y siempre tendrá franqueado su derecho 
para impugnar el laudo arbitral, mediante una acción de nulidad 
fundamentada en la letra d) del Art. 31 que establece que el laudo 
es nulo cuando resolviere cuestiones no sometidas al arbitraje. 
Sin embargo, si un Tribunal de Arbitraje ya hubiere declarado 
competencia (Art. 22), ningún órgano jurisdiccional puede pre-
tender el conocimiento de la causa arbitral. 

El segundo caso de una eventual relación procesal entre jue-
ces y árbitros está señalado en el Art. 9, que trata de la ejecución 
de medidas cautelares. Aún a falta de acuerdo estipulado en el 
convenio arbitral, las medidas cautelares pueden ser dictadas por 
un Tribunal de Arbitraje. Sin embargo, su ejecución correspon-
derá a los jueces comunes sin que ello signifique renuncia al con-
venio ni alteración de la competencia que los árbitros hubieren 
declarado tener sobre el juicio de que se trate. 

El tercer caso está relacionado con la acción de nulidad del 
laudo arbitral de que trata el Art. 31 de la misma Ley, acción que 
es conocida y resuelta por los Presidentes de las Cortes Provin-
ciales de Justicia, bajo un procedimiento especial y sumario según 
los términos de la norma referida, siempre que hubieren ocurrido 
cualquiera de las causales taxativamente establecidas en esa 
norma. Es de aclarar que el carácter alternativo del arbitraje in-
hibe a los Presidentes de las Cortes Provinciales de Justicia for-
mular ningún pronunciamiento sobre el fondo de la controversia, 
debiendo limitar su pronunciamiento a si un determinado laudo 
es o no nulo según las causales de la ley. 

El cuarto caso está previsto en el Art. 32 y se refiere a la eje-
cución de laudos arbitrales. Cualquiera de las partes podrá pedir 
a los jueces ordinarios que ordenen la ejecución del laudo, pre-
sentando una copia certificada del laudo con la razón de ejecuto-
ria. En este caso el Juez Civil ejecutará el laudo como si se tratase 
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de una sentencia ejecutoriada, siguiendo la vía de apremio, sin 
que pueda aceptar excepción alguna, salvo las que se originen 
con posterioridad a la expedición del laudo. 

Ninguna otra forma de comunicación procesal distinta de los 
cuatro eventos que quedan señalados por la Ley de Arbitraje y 
Mediación, puede establecerse entre árbitros y órganos de la Fun-
ción Judicial, menos aún disputas o conflictos de competencia. 
Tal actuación sería ilegal y no prevista en ninguna norma de la 
Ley de Arbitraje y Mediación, infringiría el principio de altema-
bilidad del arbitraje y el de competencia de la competencia. 

5.2 El caso HAMPTON COURT RESOURCES ECUADOR: 
un precedente peligroso para el sistema arbitral 
ecuatoriano 

Aunque la altemabilidad del arbitraje como fundamento del 
sistema y el principio kompete1!z-kompctenz cuentan con protección 
constitucional, han sido definidos por la jurisprudencia desde 
hace varios años y, tales definiciones habían contribuido a la se-
guridad y certeza en el desenvolvimiento del arbitraje, la Primera 
Sala de 10 Civil, Mercantil, Inquilinato y Materias Residuales de 
la Corte Provincial de Pichincha decidió apartarse no solamente 
de la ley sino de una tendencia que los jueces ecuatorianos habían 
marcado de manera consistente desde el caso REPSOL-SOCIETY-
SEG en mayo de 2005. 

Este nuevo caso inició con la demanda arbitral planteada por 
los señores Lyle Srnith y David Zondag en contra del Señor Glenn 
A11an Good, que habían suscrito un Acuerdo de Transferencia de 
acciones. Habían dirigido su acción arbitral equivocadamente, 
en contra de la compañía HAMPTON COURT RESOURCES 
ECUADOR S.A., que como tal persona jurídica no había suscrito 
el convenio arbitral inserto en ese Acuerdo. Un primer error, la-
mentable, por parte de los accionan tes. 
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El Tribunal de Arbitraje, en la Audiencia de Sustanciación, 
declaró su competencia para conocer de esta demanda y señaló 
que "resolverá posteriormente sobre su competencia para pronunciarse 
sobre los derechos u obligaciones de la compmiía HAMPTON COURT 
RESOURCES S.A. a la cual también se demanda". Este fue en mi 
apreciación, un segundo error que aparece del expediente, en este 
caso cometido por el Tribunal Arbitral. 

Con fecha 1 de octubre de 2009, la Jueza Vigésimo Tercera de 
Pichincha aceptó la acción inhibitoria de competencia que planteó 
la compañía HAMPTON COURT RESOURCES ECUADOR y de-
cidió anunciar su competencia a un Tribunal de Arbitraje de la 
Cámara de Comercio de Quito, que ya había declarado tenerla 
para conocer del juicio arbitral signado con el número 087-08 
SMITH, ZONOAG contra GLENN ALLAN GOOO y que había 
postergado su decisión respecto de la compañía HAMPTON 
COURT RESOURCES S.A. 

Aunque tenga opinión discrepante con la decisión adoptada 
por el Tribunal de Arbitraje, dado que el Art. 22 de la Ley de Ar-
bitraje y Mediación dispone que la declaratoria de competencia 
se hará en el momento procesal de la audiencia de sustanciación 
y no en otro posterior, es de destacar que solamente a los árbitros 
que integraron ese Tribunal correspondía resolver sobre su pro-
pia competencia. Este es la expresión del principio de "compe-
tencia de la competencia". 

Sin embargo, aquello que pudo haber sido un error del Tri-
bunal Arbitral al momento de aplicar el Art. 22 de la Ley, no sig-
nificaba aún que la decisión que habrían de adoptar en el laudo, 
necesariamente comprendería a la persona jurídica que no era 
parte del convenio y, bajo el supuesto de que así habría sido, co-
rrespondía a HAMPTON COURT RESOURCES S.A. defender 
ante el Tribunal Arbitral su excepción de incompetencia y, final-
mente, plantear una acción de nulidad del laudo fundamentado 
en la causal de la letra d) del Art. 31 si es que el laudo arbitral hu-
biere comprendido a la persona jurídica que no era parte del con-
venio arbitral. 
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Elevado el juicio de competencia en virtud del sorteo legal, 
le correspondió su conocimiento a la Primera Sala de lo Civil y 
Mercantil, Inquilinato y Materias Residuales de la hoy denomi-
nada Corte Provincial de Justicia de Pichincha. Esa Sala estaba in-
tegrada por la Dra. Beatriz Suárez Armijos que actuó como Juez 
Ponente y por los Jueces doctores Alberto Palacios Durango y 
Juan Toscano Garzón. 

La Sala por decisión de mayoría (Dra. Beatriz Suárez Armi-
jos y Dr. Alberto Palacios Durango) resolvió pronunciarse sobre 
la competencia que ya habían declarado los árbitros en el juicio 
087-08, restringiendo el ámbito respecto del cual debían pronun-
ciarse en el laudo arbitral, para lo cual excluyeron del arbitraje a 
la compañía HAMPTON COURT RESOURCES y dejaron a salvo 
-menos mal-la atribución de los árbitros para "pronunciarse li-
bremente en cuanto cobija al convenio arbitral". 

Esta decisión se fundamentó en lo siguiente: (i) que la postura 
del Tribunal Arbitral de desestimar el anuncio de competencia 
"pugna con el organigrama jurídico institucional vigente en el 
Ecuador"; (ii) que los Arts. 169 y 190 de la Constitución, 8, 17 Y 
22 de la Ley de Arbitraje y Mediación no han otorgado a los Tri-
bunales Arbitrales «la condición de Estado paralelo, exento de 
control de legalidad por parte de los Tribunales Ordinarios pues 
de acuerdo con las normas que se citan, todos los procedimientos 
y facultades son 'de conformidad con la ley'»; (iii) que los árbitros 
no pueden desconocer, menos desatender los procesos correlati-
vos a su ejercicio jurisdiccional y que entre esas normas está el 
juicio de competencia prevista en el libro II Título II sección 24 
del Código de Procedimiento CiviP"; (iv) que el Art. 22 de la Ley 

14. Con relnción n esle lemn, el considerando TERCERO de In senlencin cornenlndn sustentn sus afinnn& 
ciones asi: "que clI/t",citin del pr¡',cipio Ji.fpt,.f;lim, rJpera como Jcrc:clm ciuJudallo a cllyo imp,tI.m 
reslmmJe la FUI/ció" Judidal u lru\'e,f de :m.f /tmcio11arios.& Por lallto, lIIallta lIecho el Tribu"al de· 
ma",Jado. ell dCJpreciar el reqllcrimielllo judicial. quc merecc todo el respeto. tanta má,f q.,e 110 ,'iC 
Irata de 'lila actú'Mad oficiosa de la se,inrQ J,w:a. ,,; IIl1aprclell.rión slI)'a (como dicc el Tribu"al 
\'acodo) ,f;IIO 'lIla demolida formalmelltc pn:,fC"tOrlU. a la que obligatoritllllclllc la Judiea",ra debirí 
tramitar ", Nólese el elemento emocional nntes que juridico. que constn en la nfinnnción de que el Tri· 
bunnl de Arbitraje no debió "despreciar" c1"rcqucrimienlo judicinl" que "merece tooo respeto", Llama 
la ntención que la Snln de la Corte Provincinl confundll el "anuncio de competencia" de un juicio es· 
pecial con el "requerimiento judicinl" que es instituto distinlo. Además, dcseslimnr un anuncio de com· 
pelencia ilegal como consideró el Tribunal Arbitral no comporta unn falta de respeto u una Juez:r. que 
)'n se irrcspctó n si misma actunndo al mareen del 
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de Arbitraje y Mediación no dice que los tribunales arbitrales 
estén exentos de sujetarse al procedimiento del juicio de compe-
tencia y que rige el mandato del Art. 8 del Código Civil, norma 
en virtud de la cual" A nadie puede impedirse una acción que no 
esté prohibida por la ley" y que si en la Ley de Arbitraje y Me-
diación no se ha previsto la forma de proceder con relación a jui-
cios de competencia "la lógica jurídica determina que ha de 
procederse en la forma establecida en el Código de Procedimiento 
Civil". Asumir lo contrario significaría" colocar al sujeto procesal 
al margen de la ley"15. 

A continuación analizaré algunos de los más importantes ar-
gumentos expuestos en el fallo de la Corte Provincial y que me 
he permitido calificarlos de inconsistentes, por las razones que 
dejo consignadas a continuación. 

5.2.1 Comentario a la sentencia del juicio de competencia 
plallteado por HAMPTON COURT RESOURCES ECUA-
DOR 

Aunque el desconocimiento de la ley no excusa a persona al-
guna, menos al Juez llamado a aplicarla, el error en que incurrió 
la Juez Ponente en la sentencia comentada, deja en evidencia un 
retroceso con relación al arbitraje, un profundo desconocimiento 
de los fundamentos en virtud de los cuales la Sala debió, en mi 
opinión, desestimar el juicio de competencia que se había plante-
ado. El hecho resulta llamativo si se considera que desde la expe-
dición de la Ley de Arbitraje y Mediación han transcurrido más 

15. Uno de los extmvios mús frecuenles sobre el principio de altemabilidad del sistema arbitral. es la de 
asimilación del arbitro ola condición del juez. En el considcmndo SEGUNDO de la sentencio. los Jue-
ces vociaron de contenido al principio de competencia de In competcncia y ilsimilaron al árbitro en el 
papel del juez civil con la siguiente afinnución: "Es mCIIC.fter diferellcior la capacidml que l¡'elle" los 
mhwlOles arbitroles J':/IIm J.: los pmcc.ws eJe re.m/\'i!r .mhlT! ,ffI propia campelellda eJe aCl/erdo cm. 
IlIs tlrlÍClIllIS 11.1' 21 eJe la Lel-de Itl materia, el! filIa p'ticlictl w;;",iltlhle ala que fie,,,,,, UN/m, 1m jueo!..f 
onlürarios ptJra 'lIscgl/mr.fII c:ompelem:;a', ClmlO m"I/io de cllmplircO/J lus .wlclIJlliclaJes ,w.ftmlcitlJes 
ell mue" tJ prc.n!n tJr //1 mliJe= del proce.w: cumula aqllel/a ha sido pm/me.fla ,'m,1O exCf:pciÓIJ de ;11-
C'ompelencüI de/1t1L': ", Esla alim,ación de la Sala desconoce el significado que liene en el orden juri-
dico el principio en vinud del cual los arbitras son los (micos autorizados por la ley para pronunciarse 
sobre su propia compelencia, principio con el cual, el sistema juridico apuntala la altemabilidad del 
sistema ¡¡rbitral frenle al oruen jurisdiccional y excluye toda posibilidad de que se enlabIen juicios de 
competencia entre jueces y árbitros. 
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de catorce años y que estos temas han merecido sentencias escla-
recedoras de la misma Corte Superior de Justicia de Pichincha, 
como la del caso REPSOL-SOCIETYSEG de enero de 2006. 

La postura del Tribunal Arbitral no pugna con el organi-
grama institucional vigente en el Ecuador, porque no es parte de 
ese organigrama. Más aún, el sistema arbitral como tal ha sido re-
conocido no solamente por las normas de una ley especial, sino 
por disposiciones constitucionales. 

Los tribunales de arbitraje no son "Estado paralelo" por el 
hecho de defender aquello que la Constitución y la ley califican 
de "alternativo". Es decir, la jurisdicción convencional que ejer-
cemos los árbitros tiene carácter paralelo, distinto, diferente, "al-
ternativo" de los órganos de la Función Judicial. Defender este 
principio no es crear ningún Estado si es que la propia Constitu-
ción que rige en el Estado ecuatoriano, así lo ha establecido. No 
entender así la alternabilidad del arbitraje sería burlar el Art. 191 
de la Constitución y asimilar a los tribunales de arbitraje en el 
organigrama de la función judicial como parecería sugerir la sen-
tencia comentada. 

Por otro lado, la afirmación de que todos los procedimientos 
que adopte un tribunal de arbitraje deben ser "de conformidad 
con la ley" no está en discusión. Sin embargo, esta premisa no au-
toriza a la interpretación de que los conflictos de competencia con 
árbitros deban quedar sujetos al juicio especial del Código de Pro-
cedimiento Civil, puesto que de conformidad con la Ley de Ar-
bitraje son los árbitros los llamados a pronunciarse sobre su 
propia competencia (Art. 22); Y si los árbitros violaren el convenio 
y comprendieren en su laudo a una persona que no firmó ese con-
venio, el afectado podrá demandar la nulidad del laudo arbitral. 
Estos son los eventos" conformes con la ley" que el fallo comen-
tado no razonó con la suficiencia y acierto en que lo hizo el voto 
salvado del Dr. Juan Toscano Garzón. 
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Adicionalmente, la altemabilidad del arbitraje no significa 
que las actuaciones de los árbitros estén exentas de un control de 
legalidad como sugiere el primer considerando de la sentencia. 
El simplismo de esta apreciación de los jueces queda respondido 
por lo dispuesto en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación 
que prevé que contra un laudo que hubiere incurrido en una de 
las causales de esa norma, procede una acción de nulidad ante 
los Presidentes de las Cortes Provinciales y ese es el único control 
que establece el sistema legal en el Ecuador. Por tanto, la ley es-
pecial si ha previsto un régimen de control de los laudos. 

Sobre la sujeción al juicio de competencia que el Código de 
Procedimiento Civil ha establecido exclusivamente para órganos 
jurisdiccionales, queda como respuesta el análisis de este artículo. 
Se debe destacar que la sentencia ni por asomo analizó un punto 
de derecho que ha sido ampliamente debatido dentro y fuera del 
país respecto a la extensión del convenio arbitral a partes no sig-
natarias16• Habría sido muy útil conocer qué opinión jurídica te-
nían los señores jueces del voto de mayoría sobre un tema tan 
trascendente. 

6. CONCLUSIÓN 

En síntesis, este es un fallo apartado de los fundamentos 
constitucionales y legales que sustentan al arbitraje ecuatoriano, 
en la que los mencionados jueces -con excepción del Dr. Juan Tos-
cano que salvó su voto- decidieron romper la altemabilidad del 
sistema arbitral, tergiversar el principio de competencia de la 
competencia y el significado que tienen estas instituciones no so-
lamente para la Constitución y la ley, sino para la doctrina, la le-
gislación comparada y los pronunciamientos que con más 
fundamento jurídico dictó la Corte Superior de Justicia de Pichin-
cha en épocas pasadas. 
16. Sobre esta materia recomiendo especialmente el articulo "E.tlclUit'm drl Cmn'('"io Arbitral a ptlrle.f 

1111 siglltlturius: EXprc.fÜill de la illel"illlbilidad del arbitmjc" escrito con la pluma elegante y profunda 
que distinguió al gran jurista peruano Dr. Jorge Santiesh!vun de Noricga y que estu publicado en la 
Rcvista Peruona de Arbitr.tje No. &/2009, pp. J7-4'J. 
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Por otro lado, llama la atención que el Dr. Alberto Palacios, 
que presidió la Sala de lo Civil que resolvió el caso REPSOL-SO-
CIETYSEG en el año 2005-2006 y que había dado aquel pronun-
ciamiento memorable en defensa de la alternabilidad del 
arbitraje, del principio k011lpetenz-ko11lpetenz y de la separabilidad 
de la cláusula arbitral, haya modificado su acertada apreciación 
jurídica por una postura contradictoria, que desdice todos los fun-
damentos del fallo anterior y que no los consideró en esta senten-
cia para explicar por qué los principios que explicó en el fallo 
anterior los desestimó en este fallo más reciente. 

Con relación al Dr. Juan Toscano Garzón, sin embargo de que 
no integró la Sala que conoció el juicio REPSOL-SOCIETYSEG, 
dio su voto salvado en el caso HAMPTON COURT RESOURCES 
ratificando aquel pronunciamiento y con un meritorio análisis en-
focó las razones por las cuales se separaba del voto de mayoría. 
El Dr. Toscano defendió el sentido genuino del Art. 22 de la Ley 
de Arbitraje: decidió que habiéndose declarado competentes los 
árbitros para conocer de la causa, no correspondía a la justicia or-
dinaria interferir en el juicio arbitral, y que si en el laudo arbitral 
se incluyera a una persona jurídica que no firmó el convenio ar-
bitral, la parte afectada podía plantear una acción de nulidad con-
forme la previsión del Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

Este voto salvado del Dr. Toscano ofrece una esperanza de 
que el arbitraje pueda encontrar en los jueces una reflexión jurí-
dica apropiada para defender aquello que la Constitución y la 
Ley han establecido a favor de este método alternativo. 
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